
 

     

                                                                          

                        

 

SIGCMA 

Número Único  110016000017200881127-00 
Ubicación  79160 – 20  
Condenado DEICY RUTH MONTOYA GONZALEZ 
C.C # 52560791 

 
CONSTANCIA SECRETARIAL 
 
A partir de hoy 13 de Septiembre de 2023, quedan las diligencias en secretaria a 
disposición de quien interpuso recurso de apelación contra la providencia del 
SIETE (7) de SEPTIEMBRE de DOS MIL VEINTIDOS (2022) por el término de 
cuatro (4) días para que presente la sustentación respectiva, de conformidad a lo 
dispuesto en el Art. 194 inciso 1° del C.P.P. Vence el 18 de Septiembre de 2023. 
 

Vencido el término del traslado, SI        NO          se presentó sustentación 
del recurso. 
 
 

 

JULIO NEL TORRES QUINTERO 

SECRETARIO 
 
 
 
 
 
 
 
Número Único  110016000017200881127-00 
Ubicación  79160 
Condenado DEICY RUTH MONTOYA GONZALEZ 
C.C # 52560791 

 
CONSTANCIA SECRETARIAL 
 
A partir de hoy 19 de Septiembre de 2023, se corre traslado por el término común 
de cuatro (4) días, a los no recurrentes, de conformidad a lo dispuesto en el Art. 
194 inciso 1° del C.P.P. Vence el 22 de Septiembre de 2023 

 
Vencido el término del traslado, SI           NO          se presentó  escrito. 
 
 
 

 

JULIO NEL TORRES QUINTERO 

SECRETARIO 
 









 
Señora Juez 
CLAUDIA GUISELLA GUZMAN CARDENAS 
Juez Veinte  
Penal Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Bogotá D.C. 
ventanilla2csjepmsbta@cendoj.ramajudicial.gov.co  
E.S.D. 
 

Ref. CUI 110016000017200881127 00.  
N.I. 79160 
 
ASUNTO: SUSTENTACIÓN APELACIÓN PRESCRIPCIÓN DE LA 
PENA Y ACCIÓ PENAL 
 

SENTENCIADA: DEIICY RUTH MONTOYA GONZALEZ 

 

Respetada señora juez: 

 

Estando dentro del término legal, me permito acudir por su intermedio ante 
el H. Tribunal Superior, con el fin de allegar escrito de sustentación de la 
negativa de la Declaratoria de Liberación de Definitiva en favor de mi 
representada Deisy Ruth Montoya González, la misma que estructuro en los 
siguientes términos: 

 

HECHOS: 

 

PRIMERO: Mi representada fue sentenciada por el Juzgado 4º Penal del 
Circuito de Descongestión de Bogotá, a la pena principal de 24 de meses de 
prisión por el punible de fabricación, tráfico y porte de armas de fuego o 
municiones el día 16 de diciembre de 2008, por hechos ocurridos el 12 de 
julio de 2008, habiéndose concedido el beneficio de Libertad Condicional.  

 

DE LA PRESCRIPCION DE LA ACCION PENAL Y DE LA 
CADUCIDAD DE LA CONDUCTA: 

Sea lo primero manifestar que, desde el momento de los hechos, el 12 de 
Julio de 2008, a la fecha han transcurrido más de Quince (15) años, tiempo 
que de acuerdo a la punibilidad de la conducta para la época, es muy superior 



a los cinco años que determina nuestro ordenamiento penal; en este orden 
reza el art. 83 C.P. 

 Termino de prescripción de la acción penal: La acción penal prescribirá en 
un tiempo igual al máximo de la pena fijada en la ley, si fuere privativa de 
la libertad, pero en ningún caso será inferior a cinco (5) años, ni excederá 
de veinte (20) años salvo.... 
 

El ART. 292 C.P.P. 

 

La prescripción de la acción penal se interrumpe con la formulación de la 
imputación. 

Producida la interrupción del término prescriptivo, este comenzará a correr 
de nuevo por un término igual a la mitad del señalado en el artículo 83 del 
Código Penal. En este evento no podrá ser inferior a tres (3) años. 

 

En sentencia SU No. 433 del día primero de octubre de 2020, con ponencia 
de los Honorables Magistrados ALEJANDRO LINARES CANTILLO Y 
JOSÉ FERNANDO REYES CUARTAS, Respecto a la prescripción de la 
acción penal como materialización del debido proceso y el plazo razonable, 
reza:  

 

80. El artículo 29 de la Constitución consagra en cabeza de toda 
persona el derecho fundamental al debido proceso, aplicable a toda 
actuación judicial y administrativa, que comporta, entre otras, la 
garantía de no ser juzgado sino conforme a las leyes preexistentes al 
acto que se imputa, con observancia de la plenitud de las formas 
propias de cada juicio -principio de legalidad-, y a través de un 
proceso público, sin dilaciones injustificadas. Estos preceptos se 
encuentran previstos también en los artículos 8° de la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos [75] y 14º del Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos [76]. 

  

81. No se trata de postulados menores; las garantías del debido 
proceso en materia penal configuran verdaderos límites al ejercicio 
del poder punitivo, y constituyen principios esenciales del Estado de 
Derecho: “el derecho penal es la expresión del ius puniendi del 
Estado que, a través de un conjunto de normas jurídicas, establece 



cuales son los bienes jurídicos susceptibles de protección penal, las 
conductas constitutivas de delitos y aquellas penas o medidas de 
seguridad que deben imponerse a quienes las cometen, mediante los 
procedimientos dispuestos para tal fin y los instrumentos jurídicos y 
administrativos diseñados para su ejecución. La facultad punitiva del 
Estado encuentra límites en la Constitución, la cual ha proyectado en 
sus instituciones sustantivas, procedimentales y de cumplimiento de la 
sanción, la observancia de garantías que protegen los derechos 
fundamentales de las personas destinatarias del mismo y legitiman el 
ejercicio del poder punitivo de la estructura estatal dentro del orden 
constitucional. (…) [E]l desconocimiento de las garantías superiores 
que protegen la libertad afecta directamente la estructura del Estado 
de Derecho y el orden constitucional, puesto que configura una 
trasgresión de los ‘principios regulatorios que rigen todo el 
sistema’”[77]. 

87. Prescripción de la acción penal. La prescripción de la acción 
penal, por su parte, es una de las causales de extinción de la 
pretensión punitiva del Estado y, por tanto, libera al ciudadano de la 
incertidumbre que supone la existencia de un proceso penal en su 
contra [83]. La Corte Constitucional ha indicado que el Estado se 
encuentra en la obligación de investigar dentro de un determinado 
tiempo la presunta comisión de un hecho punible y, ello es parte 
integrante de los principios que conforman un Estado Social de 
Derecho, que vela por la dignidad de la persona y el respeto efectivo 
de los derechos humanos, en la medida en que “[n]i el sindicado tiene 
el deber constitucional de esperar indefinidamente que el Estado 
califique el sumario o profiera una sentencia condenatoria, ni la 
sociedad puede esperar por siempre el señalamiento de los autores o 
de los inocentes de los delitos que crean zozobra en la 
comunidad”[84]. 

89. Así, cuando el Estado – a través de las autoridades judiciales 
competentes- no realiza su función y deja vencer los términos fijados 
en la ley, sin determinar la responsabilidad penal del supuesto 
infractor, pierde la competencia para continuar con la persecución 
penal. Tal implicación supone, a su vez, la garantía del procesado de 
no recibir sanción, ni ser investigado por la conducta que se le 
atribuye. En consecuencia, se ha concluido por la jurisprudencia que 
la prescripción es una institución de orden público que implica, por 
un lado, (i) la garantía constitucional en favor del procesado de que 
se le defina su situación jurídica, dado que “no puede quedar sujeto 
perennemente a la imputación que se ha proferido en su contra” y, 
(ii) una sanción para el Estado por su inactividad. 



 

92. En síntesis, “la declaratoria de prescripción contiene una 
respuesta definitiva fundada en derecho que pone fin a la acción 
iniciada” [87]. De acuerdo con la jurisprudencia constitucional, ella 
materializa la seguridad jurídica en favor del ciudadano que ha sido 
inculpado y quien, por una falta de ejercicio del Estado de una 
actuación en un determinado tiempo, pierde la competencia para 
ejercer su facultad punitiva. Es, por lo tanto, una materialización del 
debido proceso sin dilaciones injustificadas, que dota de contenido 
los derechos a ser juzgados dentro de un plazo razonable, tener un 
recurso judicial efectivo y garantiza el debido proceso en materia 
penal, al sujetar la finalización del proceso a los precisos términos 
contemplados en la ley.   

 

No obstante, lo anterior, considero que al haber transcurrido quince (15) años 
de los hechos, y ser condena mi prohijada a dos (02) años de prisión, se 
configura el fenómeno de la prescripción de la acción penal, así mismo, la 
caducidad de esta misma, para ese delito por la cual fue condenada que es el 
PORTE ILEGAL DE ARMAS, para el año 2008 y con la modificación de la 
Ley 1142 de 2007, la pena a imponer era de Cuatro (4) a Ocho (8) años, 
habiendo sido condenada mi representada por preacuerdo a la pena de dos 
(2) años; con ello quiero advertir que la prescripción se tomara de la pena a 
imponer por un lado, y si hablamos de la pena, esta inicia de cuatro años a 
un máximo de ocho años, tiempos estos que al día de hoy supera 
ampliamente los mínimos y los máximos de la pena estipulada por la Ley. 

Teniéndose en cuenta que las penas en nuestro ordenamiento jurídico no son 
indeterminadas en el tiempo y que estas tienen un término estipulado por el 
mismo legislador y no ser consideradas como imprescriptibles; con ello 
quiero solicitar a la judicatura que si mi representada violo algún 
compromiso estipulado no es este el momento para retrotraer el castigo a la 
penada, por cuanto la judicatura estaba en su obligación de advertirlo en su 
oportuno momento y tomar los correctivos que la ley los facultad; pues de 
no hacerse y al día pretender revocar la medida por el incumplimiento de las 
obligaciones adquiridas sería tanto como permitir que las penas en cuanto 
nuestro ordenamiento constitucional y legal, se TUVIERA COMO 
IMPRESCRIPTIBLES. 

 

Por lo anterior solicito se reconozca por la corporación la prescripción de la 
acción penal y de la pena, y en consecuencia la liberación definitiva de mi 
prohijada.  



 

Quedo atento a cualquier pronunciamiento por parte de su despacho. 

    

Con sentimiento de respeto. 
 

 

JOSUE PEÑALOZA CAMACHO  
C.C No. 13.689.082  
T.P. No. 72.730 C.S.J.  








































